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Tribunal de Transparencia y Acceso a la 
Información Pública 

   
Resolución 000640-2023-JUS/TTAIP-PRIMERA SALA 

 

Expediente : 00401-2023-JUS/TTAIP 
Recurrente : JUAN QUISPE TICONA 
Entidad : MUNICIPALIDAD DISTRITAL DE CHILCA 
Sumilla :  Declara fundado recurso de apelación 
 
Miraflores, 15 de marzo de 2023 
 
VISTO el Expediente de Apelación N° 00401-2023-JUS/TTAIP de fecha 12 de febrero 
de 2023, interpuesto por JUAN QUISPE TICONA contra la denegatoria por silencio 
administrativo negativo de la solicitud de acceso a la información pública presentada 
ante la MUNICIPALIDAD DISTRITAL DE CHILCA con fecha 10 de enero de 2023. 
 
CONSIDERANDO:  
 
I. ANTECEDENTES 
 

Con fecha 10 de enero de 2023, en ejercicio de su derecho de acceso a la información 
pública, el recurrente solicitó a la entidad copia simple de la siguiente información: 
“Copia de la solicitud y anexos de visación de plano, los informes y actuados 
presentados por la Asociaciones de Vivienda Ciudad de los Ángeles. Copia del plano 
visado a favor de la Asociaciones de Vivienda Ciudad de los Ángeles y la resolución 
sobre la materia, así como la notificación de entrega”. 

 
Con fecha 12 de febrero de 2023, al no mediar respuesta sobre la solicitud, el 
recurrente consideró denegada la información y en aplicación del silencio 
administrativo negativo, interpuso ante esta instancia el recurso de apelación materia 
de análisis. 

 
Mediante la Resolución 000328-2022-JUS/TTAIP-PRIMERA SALA1 de fecha 15 de 
febrero de 2023, se admitió a trámite el referido recurso impugnatorio, requiriendo la 
remisión del expediente administrativo generado para la atención de la solicitud 
impugnada, así como la formulación de sus descargos, los cuales a la fecha de 
emisión de la presente resolución no han sido presentados. 
 
 
 

 
1  Notificada mediante Cedula de Notificación N° 1809-2023-JUS/TTAIP en la mesa de partes de la entidad Av. Mariano 

Ignacio Prado 496 Lima - Cañete - Chilca, el 7 de marzo de 2023, siendo que el cargo de notificación fue devuelto el 
15 de marzo de 2023; conforme la información proporcionada por la Secretaría Técnica de esta instancia, dentro del 
marco de lo dispuesto por el Principio de Debido Procedimiento contemplado en el numeral 1.2 del artículo IV del 
Título Preliminar del Texto Único Ordenado de la Ley Nº 27444, Ley del Procedimiento Administrativo General 
aprobado por Decreto Supremo Nº 004-2019-JUS. 

 



2 

 

II. ANÁLISIS 
 
El numeral 5 del artículo 2 de la Constitución Política del Perú establece que toda 
persona tiene derecho a solicitar sin expresión de causa la información que requiera 
y a recibirla de cualquier entidad pública, en el plazo legal, con el costo que suponga 
el pedido, con excepción de aquellas informaciones que afectan la intimidad personal 
y las que expresamente se excluyan por ley o por razones de seguridad nacional. 
 
A su vez, el artículo 3 del Texto Único Ordenado de la Ley N° 27806, Ley de 
Transparencia y Acceso a la Información Pública, aprobado por el Decreto Supremo 
N° 021-2019-JUS2, establece que toda información que posea el Estado se presume 
pública, salvo las excepciones de ley, teniendo la obligación de entregar la 
información que demanden las personas en aplicación del principio de publicidad.  
 
Por su parte, el artículo 10 del mismo texto señala que      Las entidades de la 
Administración Pública tienen la obligación de proveer la información requerida si se 
refiere a la contenida en documentos escritos, fotografías, grabaciones, soporte 
magnético o digital, o en cualquier otro formato, siempre que haya sido creada u 
obtenida por ella o que se encuentre en su posesión o bajo su control. 
 
Cabe anotar finalmente que, el segundo párrafo del artículo 13 de la Ley de 
Transparencia, establece que la denegatoria al acceso a la información solicitada 
debe ser fundamentada por las excepciones de ley, agregando el primer párrafo del 
artículo 18 de la referida norma que las excepciones establecidas en los artículos 15, 
16 y 17 del mismo texto son los únicos supuestos en los que se puede limitar el 
derecho al acceso a la información pública, por lo que deben ser interpretadas de 
manera restrictiva por tratarse de una limitación a un derecho fundamental. 
 
2.1 Materia en discusión 

 
De autos se aprecia que la controversia radica en determinar si la información 
requerida por el recurrente se encuentra dentro de los alcances de la Ley de 
Transparencia y, en consecuencia, corresponde su entrega. 
 

2.2 Evaluación 
 
Sobre el particular, toda documentación que obra en el archivo o dominio estatal 
es de carácter público para conocimiento de la ciudadanía por ser de interés 
general, conforme lo ha subrayado el Tribunal Constitucional en el Fundamento 
5 de la sentencia recaída en el Expediente N° 4865-2013-PHD/TC indicando: 
 
“La protección del derecho fundamental de acceso a la información pública no 
solo es de interés para el titular del derecho, sino también para el propio Estado 
y para la colectividad en general. Por ello, los pedidos de información pública no 
deben entenderse vinculados únicamente al interés de cada persona requirente, 
sino valorados además como manifestación del principio de transparencia en la 
actividad pública. Este principio de transparencia es, de modo enunciativo, 
garantía de no arbitrariedad, de actuación lícita y eficiente por parte del Estado, 
y sirve como mecanismo idóneo de control en manos de los ciudadanos”. 
 
Al respecto, el artículo 3 de la Ley de Transparencia, que consagra 
expresamente el Principio de Publicidad, establece que “Toda información que 
posea el Estado se presume pública, salvo las excepciones expresamente 

 
2  En adelante, Ley de Transparencia. 
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previstas por (…) la presente Ley”. Es decir, establece como regla general la 
publicidad de la información en poder de las entidades públicas, mientras que el 
secreto es la excepción. 
 
En esa línea, el Tribunal Constitucional en el Fundamento 8 de la sentencia 
recaída en el Expediente N° 02814-2008-PHD/TC, ha señalado respecto del 
mencionado Principio de Publicidad lo siguiente: 

 
“(…) Esta responsabilidad de los funcionarios viene aparejada entonces con el 
principio de publicidad, en virtud del cual toda la información producida por el 
Estado es, prima facie, pública. Tal principio a su vez implica o exige 
necesariamente la posibilidad de acceder efectivamente a la documentación del 
Estado”. 
 
Dentro de ese contexto, el tercer párrafo del artículo 13 de la Ley de 
Transparencia establece que la solicitud de información no implica la obligación 
de las entidades de la Administración Pública de crear o producir información 
con la que no cuente o no tenga obligación de contar al momento de efectuarse 
el pedido, en tal sentido, efectuando una interpretación contrario sensu, es 
perfectamente válido inferir que la administración pública tiene el deber de 
entregar la información con la que cuenta o aquella que se encuentra obligada a 
contar. 
 
Del mismo modo, el Tribunal Constitucional ha señalado en el Fundamento 5 de 
la sentencia recaída en el Expediente N° 3035-2012-PHD/TC, que “De acuerdo 
con el principio de máxima divulgación, la publicidad en la actuación de los 
poderes públicos constituye la regla y el secreto, cuando cuente con cobertura 
constitucional, la excepción, de ahí que las excepciones al derecho de acceso a 
la información pública deben ser interpretadas de manera restrictiva y 
encontrarse debidamente fundamentadas.” (Subrayado agregado) 
 
En este marco, el Tribunal Constitucional ha precisado que corresponde a las 
entidades acreditar la necesidad de mantener en reserva la información que haya 
sido solicitada por el ciudadano, conforme se advierte del último párrafo del 
Fundamento 13 de la sentencia recaída en el Expediente N° 2579-2003-HD/TC:  
 
“Como antes se ha mencionado, esta presunción de inconstitucionalidad se 
traduce en exigir del Estado y sus órganos la obligación de probar que existe un 
bien, principio o valor constitucionalmente relevante que justifique que se 
mantenga en reserva, secreto o confidencialidad la información pública solicitada 
y, a su vez, que sólo si se mantiene tal reserva se puede servir efectivamente al 
interés constitucional que la justifica. De manera que, si el Estado no justifica la 
existencia del apremiante interés público para negar el acceso a la información, 
4 la presunción que recae sobre la norma o acto debe efectivizarse y, en esa 
medida, confirmarse su inconstitucionalidad; pero también significa que la carga 
de la prueba acerca de la necesidad de mantener en reserva el acceso a la 
información ha de estar, exclusivamente, en manos del Estado.”  
 
Con relación a los gobiernos locales, es pertinente señalar que el artículo 26 de 
la Ley N° 27972, Ley Orgánica de Municipalidades indica que: “La administración 
municipal adopta una estructura gerencial sustentándose en principios de 
programación, dirección, ejecución, supervisión, control concurrente y posterior. 
Se rige por los principios de legalidad, economía, transparencia, simplicidad, 
eficacia, eficiencia, participación y seguridad ciudadana, y por los contenidos en 
la Ley Nº 27444 (…)”; y el artículo 118 de la referida ley indica que: “(…) El vecino 
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tiene derecho a ser informado respecto a la gestión municipal y a solicitar la 
información que considere necesaria, sin expresión de causa; dicha información 
debe ser proporcionada, bajo responsabilidad, de conformidad con la ley en la 
materia.” (subrayado agregado) 

 
Siendo ello así, la transparencia y la publicidad son principios que rigen la gestión 
de los gobiernos locales, de modo que la documentación que la entidad posea, 
administre o haya generado como consecuencia del ejercicio de sus facultades, 
atribuciones o el cumplimiento de sus obligaciones, sin importar su origen, 
utilización o el medio en el que se contenga o almacene, constituye información 
de naturaleza pública. 

 
En el presente caso el recurrente solicitó a la entidad “Copia de la solicitud y 
anexos de visación de plano, los informes y actuados presentados por la 
Asociaciones de Vivienda Ciudad de los Ángeles. Copia del plano visado a favor 
de la Asociaciones de Vivienda Ciudad de los Ángeles y la resolución sobre la 
materia, así como la notificación de entrega”; y la entidad no atendió la solicitud, 
por lo que, en aplicación del silencio administrativo negativo, el recurrente 
consideró denegada la información y presentó el recurso de apelación materia 
de análisis. 
 
Se observa de ello que la entidad no cuestiona la publicidad de la información, 
no ha negado su posesión, así como tampoco alega causal de excepción alguna 
establecida en la Ley de Transparencia que limite su entrega, por lo que la 
presunción de publicidad que recae sobre la misma se mantiene vigente al no 
haber sido desvirtuada. 
 
Además, tal como indica el primer párrafo del mencionado artículo 10 de la Ley 
de Transparencia “(…) Las entidades de la Administración Pública tienen la 
obligación de proveer la información requerida si se refiere a la contenida en 
documentos escritos, fotografías, grabaciones, soporte magnético o digital, o en 
cualquier otro formato, siempre que haya sido creada u obtenida por ella o que 
se encuentre en su posesión o bajo su control”. 
 
Así pues, la documentación que toda entidad posea, administre o haya generado 
como consecuencia del ejercicio de sus facultades, atribuciones o el 
cumplimiento de sus obligaciones, sin importar su origen, utilización o el medio 
en el que se contenga o almacene, constituye información de naturaleza pública. 
 
En este caso, la información solicitada se relaciona a la actividad de visación de 
planos que ejercita la entidad a fin de cumplir ciertos fines, como por ejemplo, 
supervisar y controlar que los proyectos de infraestructura pública, las 
habilitaciones urbanas y las obras de edificación privada cumplan con los 
estándares de infraestructura, seguridad, medio ambiente y de planeamiento 
urbanístico, establecidos en las normas de la materia, y su publicidad permite a 
la ciudadanía supervisar el debido sustento de las decisiones de la 
administración pública. 
 
Al respecto, el Tribunal Constitucional, en el Fundamento Jurídico 3 de la 
sentencia recaída en el Expediente N° 04912-2008-HD/TC, resaltó que la 
entrega de información sobre la gestión pública permite que las personas puedan 
supervisar a sus autoridades en el ejercicio de sus funciones públicas: 

 
“El tener acceso a los datos relativos al manejo de la res pública resulta 
esencial para que exista una opinión pública verdaderamente libre que 
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pueda fiscalizar adecuadamente la conducta de los gobernantes [,] O 
como ya se ha expresado por este Tribunal, es consustancial al régimen 
democrático, que reposa en la soberanía del pueblo y el respeto de la 
dignidad de la[s] personas. Sin la efectiva vigencia de este derecho, no 
solo puede verse afectado el proyecto de vida o el interés individual de la 
persona a quien se le denegó la información, sino a la sociedad en su 
conjunto, puesto que no tendría forma de ejercer la fiscalización de la 
actividad administrativa del Estado. Con ello se pone de manifiesto de 
manera más clara aun la interrelación del interés individual y el interés 
social, tan propio de los derechos fundamentales. Por eso se ha llegado 
a decir -no en términos de legitimidad desde luego- que “Cuando se le 
impide a un ciudadano el ejercicio de un derecho fundamental, la 
comunidad entera resulta afectada” [HÁBERLE, Peter. La libertad 
fundamental en el Estado Constitucional. Lima; Fondo editorial de la 
PUCP. p. 64.]” (subrayado agregado). 

 
Cabe agregar además que, en relación a la información de planos, el Tribunal 
Constitucional indicó en los Fundamentos 4 y 5 de la sentencia recaída en el 
Expediente N° 0644-2004-HD/TC, que la información vinculada al ámbito privado 
o particular, deja tal carácter si se vincula a determinados requisitos exigibles en 
el ámbito de los procedimientos administrativos, en los siguientes términos: 
 

“4. Otro aspecto a tomar en consideración tiene que ver con el interés 
supuestamente particular o privado que tendrían las informaciones que 
se invocan en autos y que tienen que ver con los planos presentados por 
las empresas ROXAN e INVERSIONES M y S a la Municipalidad Distrital 
de Santiago de Surco. A este respecto, y aunque la resolución recurrida 
ha señalado que la pretensión contenida en la demanda se refiere a 
intereses de terceros a los cuales sólo acceden sus directos titulares, 
parece omitirse que no se trata de informaciones vinculadas al ámbito 
estrictamente particular o privado de quienes las proporcionan, sino a 
determinados requisitos exigibles en el ámbito de los procedimientos 
administrativos municipales seguidos ante la corporación municipal 
demandada. Siendo esto así, su carácter particular deja de ser tal, para 
convertirse en documentos con carácter público que no se encuentran 
exceptuados de reserva o protección legal alguna. 
 
5. Aunque este Colegiado no afirma que determinadas informaciones 
proporcionadas a la administración por los particulares no tengan, bajo 
ciertos supuestos, un carácter estrictamente privado (como sucede con 
la reserva tributaria o el secreto bancario, por ejemplo), no quiere ello 
decir que toda información derivada de un particular resulte, per se, 
protegida de toda forma de acceso. Exceptuados los casos relativos a la 
defensa nacional y a la intimidad (que no se encuentran en discusión en 
el presente proceso), queda claro que, conforme lo establece el artículo 
2° de la Constitución del Estado, lo que la ley excluye de un eventual 
seguimiento informativo sólo puede encontrarse referido a informaciones 
razonablemente susceptibles de protección por la garantía de reserva. 
Dentro de dicho contexto, no es razonable, y así lo considera este 
Tribunal, que los planos proporcionados por determinadas entidades a fin 
de cumplir con los requisitos que la administración impone, sean 
considerados documentos susceptibles de reserva. Como ya se dijo, una 
vez incorporados estos al ámbito administrativo a consecuencia de un 
procedimiento de ese tipo, asumen el carácter de información pública que 
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puede encontrarse a disposición de quienes, cumpliendo los requisitos 
de ley, así lo soliciten.” (Subrayado agregado). 

 
En tal sentido, corresponde a la entidad otorgar la información en la forma 
solicitada, tachando la información protegida por las excepciones establecidas 
en la Ley de Transparencia que aquella pudiera contener, de ser el caso, o en 
su defecto, en caso agotada su búsqueda concluyera en su inexistencia, deberá 
comunicarlo de manera fundamentada al recurrente, de acuerdo al tercer párrafo 
del artículo 13 de la Ley de Transparencia que indica: “La solicitud de información 
no implica la obligación de las entidades de la Administración Pública de crear o 
producir información con la que no cuente o no tenga obligación de contar al 
momento de efectuarse el pedido. En este caso, la entidad de la Administración 
Pública deberá comunicar por escrito que la denegatoria de la solicitud se debe 
a la inexistencia de datos en su poder respecto de la información solicitada. Esta 
Ley no faculta que los solicitantes exijan a las entidades que efectúen 
evaluaciones”, en concordancia con el Precedente de Observancia Obligatoria 
emitido por este Tribunal con la Resolución N° 010300772020 de fecha 28 de 
enero de 20203. 

 
En consecuencia, corresponde declarar fundado el recurso de apelación 
presentado por el recurrente y ordenar a la entidad que proceda a la entrega de 
la información pública requerida, en la forma solicitada, tachando la información 
protegida por las excepciones establecidas en la Ley de Transparencia, de ser 
el caso, previo pago del costo de reproducción, o en su defecto, en caso de 
inexistencia de la misma, informe de manera fundamentada dicha circunstancia 
al recurrente, de acuerdo a lo desarrollado en los considerandos precedentes. 

 
Finalmente, de conformidad con los artículos 30 y 35 del Reglamento de la Ley de 
Transparencia, aprobado por el Decreto Supremo N° 072-2003-PCM, en aplicación de 
la Ley N° 30057, Ley del Servicio Civil, corresponde a cada entidad determinar la 
responsabilidad en que eventualmente hubieran incurrido sus funcionarios y/o 
servidores por la comisión de presuntas conductas infractoras a las normas de 
transparencia y acceso a la información pública. 
 
Asimismo, el artículo 4 de la Ley de Transparencia, señala que todas las entidades de 
la Administración Pública quedan obligadas a cumplir lo estipulado en la presente norma 
y que los funcionarios o servidores públicos que incumplieran con las disposiciones a 
que se refiere esta Ley serán sancionados por la comisión de una falta grave, pudiendo 
ser incluso denunciados penalmente por la comisión de delito de Abuso de Autoridad a 
que hace referencia el artículo 376 del Código Penal.  
 
Además, el artículo 368 del Código Penal establece que el que desobedece o resiste la 
orden legalmente impartida por un funcionario público en el ejercicio de sus atribuciones, 
salvo que se trate de la propia detención, será reprimido con pena privativa de libertad 
no menor de tres ni mayor de seis años. 
 

 
3    “(…) constituye precedente administrativo de observancia obligatoria lo siguiente: Las entidades no podrán denegar 

el acceso a la información pública, argumentando únicamente que la documentación requerida no ha sido creada 
por ésta, atendiendo a que el derecho de acceso a la información pública abarca no solamente la posibilidad de 
obtener aquella que ha sido generada por la propia institución, sino también a la que, no siendo creada por ésta, se 
encuentra en su posesión. En tal sentido, cuando las entidades denieguen el acceso a la información pública en 
virtud a la inexistencia de la documentación requerida, deberán previamente verificar mediante los requerimientos a 
las unidades orgánicas que resulten pertinentes si la información: i) fue generada por la entidad; y, ii) si ha sido 
obtenida, se encuentra en su posesión o bajo su control; asimismo, luego de descartar ambos supuestos, deberán 
comunicar de manera clara y precisa dicha circunstancia al solicitante”. 
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Por los considerandos expuestos4 y de conformidad con lo dispuesto por el artículo 6 y 
en el numeral 1 del artículo 7 del Decreto Legislativo N° 1353, Decreto Legislativo que 
crea la Autoridad Nacional de Transparencia y Acceso a la Información Pública, 
Fortalece el Régimen de Protección de Datos Personales y la Regulación de la Gestión 
de Intereses;  
 
SE RESUELVE:  
 
Artículo 1.- DECLARAR FUNDADO el recurso de apelación presentado por JUAN 
QUISPE TICONA; en consecuencia, ORDENAR a la MUNICIPALIDAD DISTRITAL DE 
CHILCA que entregue la información en la forma solicitada, previo pago del costo de 
reproducción, de ser el caso, o en su defecto informe de manera fundamentada su 
inexistencia, conforme a los argumentos expuestos en la parte considerativa de la 
presente resolución; bajo apercibimiento de que la Secretaría Técnica de esta instancia, 
conforme a sus competencias, remita copia de los actuados al Ministerio Público en 
caso se reporte su incumplimiento, en atención a lo dispuesto por los artículos 368 y 
376 del Código Penal. 
 
Artículo 2.- SOLICITAR a la MUNICIPALIDAD DISTRITAL DE CHILCA que, en un 
plazo máximo de siete (7) días hábiles, acredite a esta instancia la entrega de dicha 
información a JUAN QUISPE TICONA. 
 
Artículo 3.- DECLARAR agotada la vía administrativa al amparo de lo dispuesto en el 
artículo 228 del Texto Único Ordenado de la Ley N° 27444, Ley del Procedimiento 
Administrativo General, aprobado por el Decreto Supremo N° 004-2019-JUS.  
 
Artículo 4.- ENCARGAR a la Secretaría Técnica del Tribunal de Transparencia y 
Acceso a la Información Pública, la notificación de la presente resolución a JUAN 
QUISPE TICONA y al MUNICIPALIDAD DISTRITAL DE CHILCA, de conformidad con 
lo previsto en el artículo 18 de la norma antes citada.   
 
Artículo 5.- DISPONER la publicación de la presente resolución en el Portal Institucional 
(www.minjus.gob.pe). 

 

vp: mrmm/micr 
 

 
4  De conformidad con lo dispuesto en el artículo 4 del Texto Único Ordenado de la Ley del Procedimiento Administrativo 

General, aprobado por Decreto Supremo Nº 004-2019-JUS. 


